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1. INTRODUCCION 

En el presente trabajo señalaremos el importante papel que juega el Poder 
Judicial como pilar fundamental del Estado de Derecho. Si bien ya desde la 
Revolución Francesa, y fruto principalmente de la obra de Montesquieu, quien 
plante6 una tajante separación de los poderes del Estado, otorgando una clara 
supremacía a la ley (fruto de la soberanía popular) en desmedro de la labor que 
corresponde al Poder Judicial’, se ha visto desvalorizada la función que este 
lleva a cabo (administrar justicia) en relación a los demás poderes del Estado 
(Ejecutivo y Legislativo), ello no significa que cumpla un tarea menor dentro 
de la institucionalidad jurídica de un país. Por el contrario, nuestro objetivo es 
demostrar cuál es el verdadero cometido que le corresponde al Poder Judicial 
en un Estado de Derecho, a la luz de lo dispuesto en nuestra Constitución Políti- 
ca de 1980, la cual, siguiendo una tradición constitucional más que centenaria2, 
erige al Poder Judicial como un auténtico poder del Estado, cuya principal tarea 
es resguardar los derechos fundamentales de las personas, restableciendo una 
convivencia pacífica, en justicia, entre los miembros de la sociedad política. 

2. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE LA ORGANK4CION JUDICIAL CHILENA 

La Constitución Política de 1980, en su capítulo VI que lleva por título 
“Poder Judicial”, sienta las bases fundamentales que estructuran y organizan a 

’ Es así como Montesquw afirmaba en su obra “Del Espíritu de las Leyes” que’ “ ..Ios 
.juecr‘, de IU onclón no son tn9s ni menos que la boca que pronuncia las palabras de la ley: seres 
Inanimados que no pueden mitigar la fuerza y el rigor de IB ley misma”...V&se obra citada, Dt 
Gmwx, Paris. 1926. t. 1, pdg. 234. 

z Resulta convenxnts recordar que ya la Constttución de 1823 <uyos títulos XII a XV, 
referentes al Poder Judtcial. estarían vigentes hasta la dictación de la Ley de Organtwcidn de los 
Trihuonles. de 1875- encabezaba la materia disponiendo (an 116) que . ..“El Poder Judicial 
protege los derechos indi~ldunles conforme a los principios siguientes: Y.. 
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este poder del Estado. El hecho que se destine un capítulo especial de la Carta 
Fundamental al tratamtento de este poder público3, nos indica la intención del 
constituyente” de reafirmar la categoda de auténtico poder público y soberano 
del Poder Judicial, independiente y autónomo de los demás poderes del Estado; 
reafirmando de paso el principio de separación de los poderes del Estado confor- 
me a la teoría constitucional clásica’. Es así como el constituyente de 1980, si- 
guiendo la tradición constitucional chilena6, consagra una serie de principios que 
permiten delimitar el ámbito de competencia y las principales atribuciones que 
se confieren al Poder Judicial para el cumplimiento de su función. Ellos son: 

a) Principio de plenitud jurisdiccional de los tribunales de justicia (arr. 73) 

El artículo 73 de la Ley Suprema comienza señalando en su inc. 1”: “La 
facultad de conocer las causas civiles y criminales, de resolver y de hacer ejecu- 
tar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por 
la ley.” De esta forma, se eleva a rango constitucional el art. 1” del Código 
Org6nico de Tribunales, estableciendo categóricamente (al indicar que pertenece 
<<< “exclusivamente”...) que la función jurisdiccional corresponde únicamente a 
los tribunales establecidos por la ley. Esta “exclusividad” de la función jurisdic- 
cional, que el constituyente encomienda únicamente a los tribunales de justicia, 
se reafirma en el mencionado art. 73 cuando se señala a continuación: “Ni el 
Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer fun- 
ciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o el con- 
tenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos”. De esta forma, se 
concreta una auténtica y efectiva separación de los poderes del Estado’, al pro- 
hibir expresamente a los otros poderes del Estado (Ejecutivo, representado por 
el Presidente de la República, y Legislativo, representado por el Congreso) in- 
miscuirse de cualquier forma en el ejercicio de la función jurisdiccional que el 
constituyente le ha confiado ~610 a los tribunales de justicia. 

El vocablo “jurisdicción” proviene etimológicamente de las voces latinas 
iwis (derecho) y  dictio (decir, declarar), con lo cual podemos afirmar que “ju- 
risdicción” significa “decir el derecho”, esto es, declarar el derecho al caso 

J Recordemos que en la Const~twdn de 1833 dicho texto empleaba como epígrafe 
“Admin~stractón de Justlaa” Ello porque bajo el Imperio de la Cana de 1833, se crela que sólo 
el Poder Legislativo y el Ejecutivo eran verdaderos poderes públicos; no así respecto de la 
magistratura judicml. Mas en 1925 el constituyente cambia dicha denominación (Administración 
de Jusrxm) por la YOL “Poder Judxml’*. 

q En relación al Poder Judicial. pueden citarse las siguientes Actas de la Comisión de 
Estudios de la Nueva Constitución: N” 251.252.253,255.256.257,258,259, 283,284.285,286. 
287.288.289. 290.291,293,295.297,298,299,300.301, 302,303,304,331, 334,335 y 370. 

( Sobre separación de los poderes del Estado, vkase GARCIA-PWAYO. Manuel: “La divisi6n 
de poderes y su control ,jurisdlccional”. Revista de Derecho Político N” 18.19, UMED, Madrid, 1983. 

Respecto a su origen, véase MONTESQUIEU, Charles de Secondant. Barón de: Del espiriru de 
hs ieyes (Trad. N. Estfvanez). Edit. Pomía S.A. Mkxico D.F., 1985, págs. 104-106. 

e Ya desde el Reglamento Constitucional de 1812, todos los texta constitucionales 
postenores han mcorporado. con mayor o menor detalle, los principios que en doctrina se conocen 
como “bases constitucionales del Poder Judicial”. 

’ Al respecto, algunos autores han sostenido que en nuestra institucionalidad no se 
consana una tajante separación de los poderes del Estado. Vtase NAVARRO BELTRAN, Enrique: 
“La teoría general de la dwislbn de poderes en Ia Constitución de 1980”. Revista de Derecho de la 
Unlvenidad Cntólica de Valparaiso N” 14 (1991.1992). págs. 201 y SS. 
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concretos. Los autores de derecho procesal han asignado diversas acepciones al 
concepto de jurisdicción. Atendiendo a la idea de poder, un autor nacional9 ha 
señalado que la jurisdicción es ,.. “un poder deber del Estado, que ejercido con 
su.jeción a las formas del debido proceso de derecho, tiene por objeto resolver 
litigios, con eficacia de cosa juzgada y eventual posibilidad de ejecución”. De 
la sola lectura de esta noción podemos concluir, concordando los artículos 5, 
6, 7, 19, N” 3 y 73 de la Carta Fundamental, que la función jurisdiccional en el 
ordenamiento jurídico chileno ha sido encomendada en forma exclusiva a los 

tribunales de justicia que componen el Poder Judicial, los cuales deben ejercer 
su ministerio (resolver asuntos de índole jurídica que se presentan a su conoci- 
miento en el orden temporal) conforme a las reglas del debido proceso que la 
Constitución garantiza a todas las personasla, ajustados en su actuar plenamente 
al principio de juridicidad”, y revestidos de la autoridad suficiente para imponer 
sus decisiones con carácter obligatorio y definitivo (esto es, con autoridad de 
cosa juzgada). 

b) Prkipio de inexcusabilidad (inc. 24 art. 73) 

Reiterando la idea de poder deber que el constituyente ha previsto respecto 
de la función jurisdiccional, el inc. 2” del art. 73 de la Carta Fundamental 
establece que... “Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su 
competencia, no podr8n excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por falta de ley 
que resuelva la contienda o asuntos sometidos a su decisión”...Lo anterior signi- 
fica que los tribunales de justicia, una vez que ha sido sometido a su conoci- 
miento algún asunto (ya sea contencioso 0 no contencioso), en forma legal 
(cumpliendo los ‘requisitos de forma que las leyes señalan), deberá siempre re- 
solverlo, y no será excusa suficiente el hecho de no existir disposición legal 
que resuelva el asunto, pues en su defecto el juez se encuentra autorizadot2 para 
fallar el asunto conforme a principios de equidad. En suma, lo que se trata de 
evitar por medio de este principio es que un tribunal, escudado en un cumpli- 
miento estricto de la legalidad, se negare a resolver un asunto judicial so pretex- 
to de no existir norma legal alguna que lo resuelva. dejando de esta forma en la 
más absoluta indefensión a quien ha concurrido en busca de una solución a un 
conflicto o una declaración de su derecho. Dicha situación sería contraria a la 
esencia de cualquier rkgimen político de derecho legalmente constituido. Recor- 
dando las palabras del célebre fiscal de la Corte Suprema, don Ambrosio Montt, 
en la vista del caso Larrosa’?. .._ “no ha de faltar juez a litigio alguno ni protec- 

x Según Santo TomL de Aquino, “el nombre de juicio, según su originaria acepcibn. significa 
la recta determinación de las cosas justas”. Y agrega que “Juicio significa propiamente el acto del 
juez como tal, pues el nombre de juez viene a significar lo mismo que quien dice el derecho; mas 
el derecho es el objeto de IU Juncia... y por esto el juicio implica, en su acepción primitiva, la 
definición o determinación de lo justo o del derecho”. Sunw Teolrigica, 2.2, q. 60, a. 1. 

’ H<IY(IS H. Francwo: Temas fundumenraler de derecho pmcesül. Editorial Jurldica de 
ChIle. Santiago, ta ednón. 1987. p8g. 5. 

“’ Artículo 19, N” 3, inciso 5”: C. P. de la R. 
” Artículo 6” y 7”: C. P. de la R. 
” Articulo 170, N” 5. Cddigo de Procedimiento Civil. 
” Ver Dictámenes (2 val.). Imprenra Nacional Santiago de Chite, t894PX. vol.11, pdgs. 103 

y SS. 
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ción al derecho; no siendo admisible la hipótesis, repugnante a las más ele- 
mentales nociones de justicia, de que puede existir un derecho en condiciones 
pasivas y sin medios y arbitrios de conocimiento, de eficacia y de goce. El 
derecho es por su naturaleza activo, y pierde este carácter si el que lo invoca a 
,justo título carece de amparo o no hay autoridad pública que oiga su demanda y 
la haga respetar, hallándola justa y merecedora de acogimiento”. 

c) Principio de independencia (inc. 1: arr. 73) 

Este principio se estima indispensable para la existencia del Estado de De- 
recho’“. Vinculado estrechamente al principio de plenitud jurisdiccional de los 
tribunales de justicia, este principio se encuentra recogido en forma explícita en 
el inc. 1’ del artículo 73 de la Carta Fundamental, al establecerse que el ejercicio 
de la jurisdicción pertenece .., “exclusivamente a los tribunales establecidos por 
la ley”..., señalándose a continuación que ,.. “Ni el Presidente de la República ni 
el Congreso pueden, en caso alguno, e,jercer funciones judiciales, avocarse cau- 
sas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer 
revivir procesos fenecidos”... Con esta norma se prohtfbe expresamente que los 
demás poderes públicos puedan ejercer funciones judiciales (frase primera del 
artículo 73), conocer y resolver asuntos judiciales que se encuentren sin una 
resolución definitiva (avocarse causas pendientes), reabrir procesos judiciales 
en los cuales haya recaído sentencia firme o ejecutoriada” (revivir procesos 
fenecidos), u opinar acerca del mérito o conveniencia de una sentencia (revisar 
los fundamentos o el contenido de sus resoluciones). 

Este principio de independencia se refuerza vinculándolo al principio de 
juridicidad, ya que ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas 
puede atribuu-se, so pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o 
derechos que los que expresamente se le hayan conferido en virtud de la Consti- 
tución 0 las leyes (artículo 7”, inc. 2‘3, ya que los órganos del Estado deben 
someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella 
(artículo 6”. inc. 1”). Además, el Código Orgánico de Tribunales, complementan- 
do este principio, prohtbe al Poder Judicial “mezclarse en las atribuciones de 
otros poderes públicos y en general ejercer otras funciones que las determinadas 
en los artículos precedentes” (art. 4”: C.O.T.). Asimismo, proclama que “el Po- 
der Judicial es independiente de toda otra autoridad en el ejercicio de sus funcic- 
nes (art. 12: C.O.T.). El Código Penal. por su parte, castiga a “todo empleado del 
orden admintstrativo que se arrogare atribuciones judiciales o impidiere la eje- 
cución de una providencia dictada por tribunal competente (art. 222, inc. 2”). 
Como podemos apreciar. este principio de independencia no ~610 tiene rango 
constitucional, pues se encuentra recogido en distintos cuerpos legales; siendo 
complementado por otras normas que establecen, por ejemplo, la inamovilidad 
de los jueces, ciertas prerrogativas (como el fuero señalado en el art. 78 de la 
Constitución), la facultad de imperio para imponer sus decisiones, entre otras 
garanttas. 

1A Ver Mario V~.KIWGO M , Emilio PFEFFEK U.. Humberto NOGUBIRA A. Daret,tw 
Convmr&~d Tomo II, Editorial Jurídica de Chile, l’edición. 1994, págs. 186 y SS. 

li No respetando el principio de cosa juzgada. 
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Este principio de independencia del órgano del Estado Poder Judicial 
nos conduce necesariamente a la independencia de la persona del juez, es su 
concretización. Y ello porque la independencia del juez constituye una garantía 
esencial de la justicia, es el modo más eficaz de proteger a los individuos de los 
abusos de poder; debe ser celosamente guardada por el juez. pues la actividad de 
este no puede ser nunca interferida por la de ninguna otra autoridad. Los jueces, 
en cumplimiento de este deber de independencia, deben dictar sus resoluciones 
con absoluta prescindencia de todo tipo de presiones e interferencias, vengan de 
donde vengan. El juez debe tener la fuerza moral suficiente para no adular a los 
poderosos. ni menos inclinarse frente a sus pretensiones y tampoco someterse a 
los despotismost6. 

d) Pn’ncipio de imperio de los tribunales (incs. 3”y 4“, art. 73) 

Este principio se encuentra estrechamente vinculado al principio de inde- 
pendencia, pues se ha dicho, con razón, que si los tribunales no tuvieran la 
fxultad de hacer ejecutar lo juzgado, usando la fuerza si ello es necesario, su 
Independencia no existiría, ya que otro u otros órganos tendrían el control de sus 
actos, interferirían e impedirían el ejercicio de sus funciones; y sus resoluciones 
serían meramente teóricas o académicas”. Este principio, antes de entrar a regir 
la Constitución de 1980, ~610 tenía rango legal’*. La Comisión de Estudios de la 
Nueva Constitución estimó de suma importancia elevar este principio a rango 
constitucionalt9. con la intención de reforzar el imperio de los tribunales, el cual 
se había visto seriamente afectado durante el gobierno de la Unidad Popular20. 

Es así como el constituyente configuró la facultad de imperio en una faz 
activa y una faz negativa. Respecto de la faz activa, estableció en el inc. 3” del 
art. 73: “Para hacer ejecutar sus resoluciones y practicar o hacer practicar los 
actos de instrucción que determine la ley *t, los tribunales ordinarios de justicia y 
los especiales que integran el Poder Judicial, podrán impartir órdenes directas a 
la fuerza pública o ejercer los medios de acción conducentes de que dispusieren, 
Los demás tribunales lo harán en la forma que la ley determine”. Respecto de su 
faz negativa, señal6 en el inc. final del art. 7.1: “La autoridad requerida deberá 
cumplir sin más trámite el mandato judicial y no podrá calificar su fundamento u 

” Ver artículo del m~n~sfro de la Excma. Corte Suprema don MARCOS LIBF.»~.XKY T., “Etica 
de los lueces”. inédito. 

li Ver VW>LK;O, PW+FF.K. NOGU~IK~. ob. c,t < p6g 188. 
Ih Artículos Io y Il: Código Orgánico de Tribunales. 
Iu En la sesión N” 283, se sostwo: “ Se requiere evitar lo que ocurría en el pasado, cuando B 

pretexto de mantener el orden público, cuyo resguardo estaba constitucionalmente entregado al 
Presidente de la República. are, excusándose en la mantención del orden público, se creía con 
derecho a formular lo qus se llam6 juicios de mtrito o de oportunidad, para el cumplimiento de 
los fallos judiciales (pdg. 89s). En actas. ademk. se dejó constancia que una manera de no 
cumplir los fallos es postergarlos, no sólo indetinldamente sino que algunos fallos judiciales 
para tener eficacia deben ser cumplidos oportunamente. de lo contrario, la pierden (sesión N” 283. 
pág. 896). 

?” Al respecto véase Arástica M~L~>OVADO, IvBn, con SOTO KLOSF, Eduardo: “La destrucción 
del Estado de Derecho en Chile: 1970.1973 (hace 20 aaos). Revisrrr de Derecho P~ibko N” 53/54 
(1993). pggs. s7 y SS 

?’ Ver Ley N” 19.519, que crea el Ministerio Público y modifica artículos 73. 75 y 78 de la 

Constitucibn Polir~ca. 
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oportunidad, ni la justicia o legalidad de la resolución que se trata de ejecutar”. 
A través de este principio, se dota al Poder Judicial de las potestades suficientes 
para ejercer su ministerio. con total autonomía de los demás poderes públicos. 

e) Principio de i/lamovilidad de los jueces (art. 77) 

En virtud de este principio, los jueces no pueden ser removidos de sus 
cargos mientras observen el buen comportamiento exigido por la Constitución y 
las leyes. Ello permite garantizar una efectiva independencia de los jueces en el 
desempeño de su oficio, pues en virtud de este principio, y tal como lo señala la 
Ley Fundamental en el artículo 77, los jueces sólo cesarán en sus funciones en 
alguno de los siguientes casos: 

1. Al cumplir 75 años de edad: Sólo se exceptúa de esta norma al Presidente 
de la Corte Suprema, quien continuará en su cargo hasta el término de su 
período??. La octava disposición transitoria disponía asimismo que el límite 
de edad señalado no regirfa respecto de los magistrados de los tribunales 
superiores de justicia (ministros de la Corte Suprema y de las Cortes de 
Apelaciones) en servicio a la fecha en que entró a regir la Constitución 
( 1 1/3/198 1). Dicha disposición fue modificada por la Ley N” 19.541 (D.O. 
22/12/1997), que en su N” 7 señal6 que respecto de los magistrados que se 
encontraran en la situación descrita en la octava disposición transitoria, regi- 
tía el límite de edad de 75 años a contar del 1” de enero de 1998. 

2. Por renuncia: El juez no puede abandonar su cargo mientras ella no sea 
aceptada por la autoridad competente (artículo 332, N” 5: Código Orgánico 
de Tribunales). 

3. Por incapacidad legal sobreviviente: El artículo 256 del Código Orgánico 
de Tribunales señala las incapacidades legales para ser juez. Si un juez se ve 
afectado por alguna de incapacidades (que en general se refieren a ciertas 
condiciones físicas, psíquicas, morales, entre otras), conforme al artículo 
332 del Código Orgánico de Tribunales, ello constituirá una causal de cesa- 
ción en su cargo. 

4. En caso de ser depuesto de sus destinos por causa legalmente sentenciada: 
Esta causal permite, a su vez, hacer efectiva la responsabilidad de los jueces 
por los delitos ministeriales en que incurran en el desempeño de sus fun- 
ciones’3. 

f) Prirrcipio de respomabilidad (artículo 76) 

Esta disposición se refiere a la responsabilidad ministerial de los jueces, 
al señalar que . ..“son personalmente responsables por los delitos de cohecho, 
falta de observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedi- 
miento, denegación y torcida administración de justicia y, en general, de toda 
prevaricación en que incurran en el desempefio de sus funciones”... De esta 
forma, se reafirma el principio general de responsabilidad que vincula a todos 
los órganos del Estadolj, pues en este caso, dada la especial función que cum- 

12 Ver artículo 93 del Códko Orgánico de Tribunales 
?’ Ver nnículo 76 de la Co&tit&i6n Polftica. 
21 Ver artículo 6” v 7”. incs. 3”: en relación al attículo 19. N” 7. letra i. de la Connt~tución 

Política) 
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plen quienes se desempeñan en la Administración de Justicia, se busca que SUS 

miembros tengan las mas altas condiciones de preparación, moralidad y rectitud 
posibles. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad general (civil y pe- 
nal) que pudiere emanar de sus actos como simples particulares o de sus actua- 
ciones funcionarias. Tratándose de los miembros de la Corte Suprema, el inc. 
2” del artículo 76 señala que . ..“la ley determinax4 los casos y el modo de hacer 
efectiva dicha responsabilidad”2” (incluso pueden ser acusados constitucional- 
mente, por notable abandono de sus deberes)26. La responsabilidad de los jueces 
es un elemento fundamental de un Estado de Derecho, pues en él ningún in- 
tegrante de un órgano estatal puede quedar exento de responsabilidad por las 
acciones que e,jecute dentro de su competencia. 

g) Principio de legalidad: (artículo 74) 

La citada disposición establece que . ..“Una ley orgánica constitucional de- 
terminará la organización y atribuciones de los tribunales que sean necesarios 
para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la 
República”... Ello significa que ~610 por ley (sujeta a los quórum requeridos para 
una ley orgánica constitucional) pueden ser creados tribunales de justicia. Dicha 
norma se encuentra en armonía con lo dispuesto en el artículo 19, No 3, inc. 
4” de la Carta Fundamental, que señala que nadie puede ser juzgado por comisio- 
nes especiales sino por el tribunal que le señale la ley y que se encuentre estable- 
cido con anterioridad por esta; e indirectamente relacionado con lo dispuesto en 
el inc. 5” de dicha disposición, que señala que toda sentencia de un órgano que 
ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado, 
agregando que corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un 
procedimiento y una investigación racionales y justos2’. Asimismo, el constitu- 
yente de 1980 creyó conveniente agregar que la ley orgánica constitucional 
relativa a la organización y atribuciones de los tribunales (Código Orgánico de 
Tribunales) sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema. 

Estos son los principios fundamentales en que se encuentra cimentado el 
Poder Judicial en la Constitución Política de 1980. A continuación sefialaremos 
someramente cómo se encuentra configurado el Estado de Derecho en nuestra 
institucionalidad. y la importancia del papel que cumple el Poder Judicial dentro 
del Estado de Derecho. 

3 EL ESTADO DE DERECHO EN LA CONSTITUCION POLITICA DE 1980 

El concepto de Estado de Derecho constituye una categoría jurídico-política 
que preside nuestro ordenamiento jurídico institucional. Tal fue la precisa inten- 
ción del constituyente de 1980, quien manifestó claramentez8 que . ..“la Constitu- 
ción organizará un Estado de Derecho, cuya misión principal sea promover el 

2’ Ver aniculo 324. inc. Ic: Cbdigo Orgánico de Tribunales. 
2h Artículo 48, N” 2 en relación al artículo 49. No 1 de la Constitución Politica. 
” Ver articulo único, N” 1, de la Ley N” 19.519 (D.O. 16/9/1997). 
2n Vc(ase memor&ndum “Metas u objetivos fundamentales para la nueva Constitución Polftica 

de IU República”, 2611 1/73, p&rrafo 3. El Estado, en “Ordenamiento Constitucional”. Editorial 
Jurídica de Chile, Santiago. 1980, pbg. 16. 
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bien común y proteger efectivamente las garantías fundamentales de las per- 
sonas. de la familia y de los cuerpos intermedios”... Para determinar si nos 
encontramos frente a un Estado de Derecho, el profesor Lucas Verdú propone la 
f6rmula siguiente: “cuando un Estado configura jurídicamente la organización 
y ejercicio del poder político, de manera que los individuos y sus grupos están 
protegidos por la existencia previa de normas e instituciones jurídicas, garan- 
tizadoras de sus derechos y libertades; cuando la autoridad estatal se somete a 
normas e instituciones jurídicas sin más excepciones que las exigidas por el bien 
común, entonces nos encontramos ante un Estado de Derecho”29. Desde esta 
perspectiva, nuestra Constitución Política de 1980 cumpliría con estos requisi- 
tos, pues el ejercicio del poder público se encuentra precisamente regulado a 
través del principio de juridicidad (arts. 6” y 7”), cuyas potestades ~610 pueden 
ser ejercidas teniendo siempre como finalidad el bien común (art. 1”. inc. 4’3, 
y como límite (y, a su vez. imperativo de promoción y respeto) los derechos 
esenciales que emanan de la naturaleza humana (art. 1”. inc. 4”, frase final y art. 
5”, inc. 2”). 

Tal como afirma el profesor Hugo CalderajO, nuestro ordenamiento consti- 
tucional se a,justarfa a la denominada “Ecuación del Estado de Derecho”, la que 
dice: Derechos individuales + principio de legalidad + control judicial de la 
Administración + responsabilidad del Estado = Estado de Derecho3’. 

4. CONCLUSION: EL PODER JUDICIAL COMO GARANTIA 
Y FUNDAMENTO DE UN AUTENTICO ESTADO DE DERECHO 

Al finalizar este trabajo, y luego de haber señalado cómo se encuentra or- 
ganizado el Poder Judicial en nuestro ordenamiento constitucional, ordena- 
miento que se encuentra estructurado sobre la premisa básica de constituir un 
Estado de Derecho, podemos afirmar categóricamente que el Poder Judicial 
constituye el pilar fundamental del Estado de Derecho. Ello porque ~610 existirá 
un auténtico Estado de Derechoj? allí donde sean reconocidos a los ciudadanos 
derechos y libertades, y estos sean garantizados por un juez imparcial cuyas 
sentencias, fundadas en el Derecho, al cual él también está sujeto, se imponen 
por igual a gobernantes y gobernado@. Tal fue la intención del constituyente de 
1980’“, que el Poder Judicial sea el guardiãn de los derechos humanos. Así por 
e.jemplo, a través del recurso de protección. los tribunales superiores de justicia, 

?’ Luce? Vk~tw. Pablo: Cirrw & Derecho Polilico. Tomo II, 3’ edición. 1981, 2’ 
Irimprasldn. 1986. Editorial Tecnos S A., Madrid. pág. 237. 

“’ Citado por Lautxo Riris AI.vAK~L: “El Estado de Derecho”. Revista de Derecho de la 
Universidad Católica de Valparaíso, N” 6. tio 1982, pág.85. 

‘: Sobre el desnrrollo del concepto en Chile. véase PALMA GONZÁLE%, Eric : “El Estado de 
Del-echo en Ia doctrina y práctica político-institucional chilena”. Cuadernos Vniven-ttatios. Serie 
debates, No 3. Umversidad ~xional Andres Bello, alio 1994. 

‘: Recordemos que el Acta Constitucional N” 3, cons. 4”, letra c (D.L. N” 1.552. de 13/09/76), 
afirmaba con gran claridad que .“el concepto de Estado de Derecho supone un orden Jurídico 
ObJetivo e impersonal. cuyas normas inspirada en un superior sentido de justiaa obligan par igual 
il eohrrnantes y gobernc,dos”.. 

” Ver Soro Kt.oss. Eduardo. El recur~r~ de prorección: orígenes. doorina )’ jurisprudencia. 
Edltonnl Jurídica de Chile. Santiago. I’ediw5n, 1982. pág. 13. 

-x Véase memordndum “Metas u objetivos fundamentales para la nueva Constitución Polírica 
de la República”. citado, pzirrnfo 10, Poder Judlctal. p6g. 24. 
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en ejercicio de las Facultades conservadorz@ de que se encuentran dotados, 
pueden prestar inmediato amparo a quien sea agraviado, en un derecho funda- 
mental protegido por esta acción, a travCs de un acto u omisión arbitrario o 
ilegal; restableciendo así el imperio del derecho y asegurando la debida protec- 
ción del afectadoj6. 

Al juez le ha sido encomendada en forma exclusiva y excluyente, en nuestro 
ordenamiento jurídico, la función jurisdicciona13’, a él le corresponde la trascen- 
dental misión de determinar si gobernantes y gobernados han actuado en con- 
formidad o disconformidad a Derecho; en definitiva, el juez es un artífice de la 
parx8 y de la concordia social, pues a él le corresponde declarar el derecho al 
caso concreto (iuris dictio), restableciendo así las relaciones de justicia39 entre 
los miembros de la comunidad. 

” V&se “La< facultades conservadoras de los tribunales superiores de Justlcln” (tesis para 
optar al grado de L,cenciado en Derecho. Facultad de Derecho. Pontificia Uniiersldad Católxa de 
Chile, aíio 1980 (facultades consewadoras: facultades de mspecciOn y de vigilancia conferidos 
a los altos poderes púhllcos. la voz “protección”, Implica el deber que corresponde a la 
magxtratura de amparar a los cIudadanos contra la violación de las garantías indiwduales. mxión 
que le correspondr prlmordialmenre u la Cone Suprema por constituir el primer TrIbunaI de la 
República. Els: recurso de amparo. recurso de protección, superintendencia que corresponde B la 
Cone Suprema sobre todos los tribunales de la Nación). Al respecto, referido a las facultades 
conservadoras en el WUTSO de amparo, véase TAYOI.AKI OI.IVFROS, Raúl: Trihunaies. Jurrsdrcc rh 
> Prorrso. Edmxxd Jurídica de Chile. I’edición, año 1991, págs. 169.201 

w Articulo 20 de la Constitución Política. en relación a Auto Acordado de la Corte Suprema 
de 24 de luma de 1992. sobre tramitación del recurso de prolección de garantías constitucionales 
(D.O. de 17/6/1992). 

‘l Articulas 73, 79 y SO de la Constiwc~ón Política. 
ix Tal como nos enseña la sabiduría blhlica, “La paz es obra de la justicia” (Isaías 32. 17). 
1v Recordando la cláwca formula de Ulpmno. Justiaa es la voluntad constante y perpetua de 

dar â cada cual lo suyo: y “lo suyo” lo constituye su derecho 


